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RESUMEN: El presente trabajo obedece a la constatación de que los foros de competencia en 
materia matrimonial recogidos en el nuevo Reglamento (UE) 2019/1111 no han sido 
prácticamente objeto de reforma respecto al texto que le precede, el Reglamento 2201/2003. 
El núcleo sobre el que gravita su objeto es el análisis de los resultados que esta continuidad 
presenta en el contexto actual, configurado por el conjunto de los Reglamentos europeos que 
abordan las relaciones familiares de carácter internacional. La evolución que muestran estos 
textos de los parámetros que están en la base de la articulación de sus respectivas normas, 
frente a la inamovilidad de los que sustentan los de los foros en materia matrimonial, motiva 
una trascendente diversidad que, unida a la interacción que existe entre estos instrumentos, 
genera las consecuencias que afectan a la coherencia de la arquitectura que entre todos 
configuran. Este resultado exige abordar las razones motivadoras de la opción del legislador 
europeo por la continuidad de los foros, que abren la puerta a las conclusiones con las que 
finaliza el trabajo y la necesidad del cambio de rumbo que en ellas se destaca. 
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Regulation (EU) 2019/1111 and the continuity of the jurisdiction rules in 
matrimonial matters. 
 

ABSTRACT: The aim of the following paper is to stress the fact that the jurisdiction rules in 
matrimonial matters under the new Regulation (EU) 2019/1111 have not practically underwent 
reform with respect to the previous text, the Regulation (EU) 2201/2003. The core objective of 
this work is to analyse the results of such a continuity in nowadays’ context, configured by the 
whole of European Regulations regarding international family relations. The evolution shown by 
these texts of the parameters that are on the basis of the articulation of their respective rules, as 
opposed to the immovability of those relating to matrimonial matters, motivates an important 
diversity. The interactions between these diverse instruments have an effect on the coherence of 
the architecture configured by all of them. This result requires to address the reasons for the 
option taken by European legislators for the continuity of the rules and leads to the conclusions 
of this paper and the need for a change of direction highlighted in it. 

 
KEY WORDS: REGULATION (EU) 2019/1111 – JURISDICTION RULES – DIVORCE, 

ANNULMENT – LEGAL SEPARATION – INTERNATIONAL FAMILY RELATIONS REGULATIONS 
(EU) – REGULATORY COHERENCE. 

 

I. PLANTEAMIENTO. INALTERABILIDAD DE LOS FOROS DE COMPETENCIA  
RELATIVOS A LAS CUESTIONES MATRIMONIALES 

 
El presente análisis viene referido a los foros de competencia relativos a 

la nulidad, separación judicial y divorcio (a partir de ahora, crisis 
matrimoniales) contenidos en el Reglamento (UE) 2019/1111, de 25 junio 
2019, relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones en materia matrimonial y de responsabilidad parental, y sobre 
la sustracción internacional de menores (“texto refundido”) (a partir de 
ahora “Reglamento 2019/1111”)1. Su entrada en vigor tuvo lugar a los 
veinte días de su publicación, si bien su aplicación está prevista con carácter 
general a partir del 1 de agosto de 2022 (art. 105), siendo entonces efectiva 
la derogación del Reglamento (CE) 2201/2003, de 27 noviembre 2003 
relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones 
judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental, por el que 

 
1 DO L 178 de 2.7.2019. El proceso de tramitación de la reforma ha sido objeto de una 

larga gestación (una completa información se encuentra en [˂https://eur–lex.europa. 
eu/procedure/ EN/2016_190˃]. Como indica A. Borrás, se conoce habitualmente como 
Reglamento Bruselas II ter, pero también como Bruselas II bis recast, aunque en castellano 
debiera decirse en este último caso “versión refundida”, como se califica en el propio Diario 
Oficial (…). cf. “Bruselas II, Bruselas II Bis, Bruselas II Ter...”, REEI, nº 38, 2019, pp. 1–5, esp. 
p. 1. 
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se deroga el Reglamento (CE) 1347/20002, conocido como “Reglamento 
Bruselas II bis” (como a partir de ahora se denomina)3.  

El nuevo “Reglamento 2019/1111” constituye el resultado de una 
evolución marcada por la reforma de los textos precedentes, en los cuales 
las normas de competencia judicial en materia matrimonial se mantienen 
prácticamente sin cambios desde los trabajos que dieron inicio a la 
reglamentación de esta materia. Teniendo en cuenta el objeto de este 
estudio estos trabajos merecen, aun a grandes pinceladas, una expresa 
referencia.  

El primer texto que abordó la materia relativa a las crisis matrimoniales 
fue el conocido como “Convenio Bruselas II” de 28 mayo 1998 sobre la 
competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en 
materia matrimonial4. Frente a la amplitud con la que se inicia su 
elaboración5, finalmente su ámbito material queda muy limitado por las 
dificultades derivadas de la disparidad de las concepciones existentes entre 
los Estados miembros respecto del derecho de familia6. De este modo, en 
muchos casos con soluciones de compromiso, quedaba referido únicamente 
a los procesos de nulidad, separación y divorcio, añadiéndose finalmente la 
cuestión de la responsabilidad parental respecto de los hijos comunes 
vinculada a aquellos procedimientos. Esta limitación del ámbito material no 
impide destacar la importancia que tuvo su elaboración por tratarse de la 
primera regulación europea de una materia relativa a las relaciones 
familiares internacionales. En cualquier caso, este Convenio, no llegó 
finalmente a ser aplicado. Cuando estaba en espera de las ratificaciones, la 
entrada en vigor del Tratado de Amsterdam motivó su transformación, con 
el mismo contenido, en el denominado (por ello) “Reglamento Bruselas II”7. 
El ámbito de aplicación material quedaba limitado del mismo modo y los 

 
2 DO L 338 de 23.12.2003. 
3 En virtud de su art. 105.2º, a partir de 22 julio 2019 entraban en vigor únicamente los arts.92, 

93 y 103, relativos a los actos delegados y a la información a la Comisión. Por su parte, es el art. 
104 el que recoge expresamente la fecha (1 de agosto de 2022) de la derogación del Reglamento 
(CE) 2201/2003.  

4 DO C 221 de 16.7.1998 acompañado de su Informe explicativo elaborado por la profesora A. 
Borrás (conocido como “Informe Borrás”). 

5 Los primeros trabajos fueron los elaborados por el Grupo Europeo de Derecho internacional 
privado (GDIP), que finalizaron con el llamado “Proyecto de Heidelberg” (1993), un Proyecto de 
Convenio muy ambicioso referido a todo el Derecho de familia y sucesiones. A. Borrás, “Grupo 
Europeo de Derecho internacional privado: Reunión de Heidelberg (30 de septiembre a 2 octubre 
1993)”, REDI, 1993, nº 2, pp. 637 –638. 

6 Dificultades de negociación que fueron puestas de relieve por A. Borrás, “Luz verde a la 
extensión del Convenio de Bruselas a cuestiones de familia”, REDI, 1994, nº 2, pp. 906 –907. 

7 Reglamento 1347/2000, de 29 mayo 2000 relativo a la competencia, el reconocimiento y la 
ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad parental sobre 
los hijos comunes (DO L 160 de 30.6.2000). 



304                                  ANUARIO ESPAÑOL DE DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 2019–2020 

AEDIPr, t. XIX–XX, 2019–2020, pp. 301–325 
ISSN 1578–3138 

foros de competencia recogidos en el Convenio pasaron a este Reglamento 
ya que las modificaciones que introdujo fueron únicamente en los aspectos 
necesarios para adaptarlo a su nueva forma jurídica8. Aunque el 
“Reglamento Bruselas II” entraba en vigor el 1 de marzo de 2001 no perduró 
en el tiempo. Las críticas que recibió su reglamentación relativa a la 
responsabilidad parental motivaron su efímera vigencia, quedando 
derogado y sustituido por el “Reglamento Bruselas II bis” que tampoco 
supuso alteración de las normas reguladoras de la materia matrimonial, por 
centrarse únicamente en las relativas a la protección de los hijos. Este 
Reglamento, aplicable desde marzo de 2005, se caracteriza, a diferencia del 
anterior, por su permanencia temporal. Al margen del intento de romper 
esta continuidad9, lo cierto es que no ha habido más alteraciones hasta la 
actualidad. En este marco adquiere singular trascendencia la aprobación del 
“Reglamento 2019/1111”, así como la constatación de la ausencia de 
reforma de los foros de competencia relativos a las crisis matrimoniales, 
salvo la que afecta a la operatividad de los foros internos.  

Las anteriores consideraciones son suficientes a los efectos del objeto de 
la presente contribución, en cuanto permiten constatar la inalterabilidad de 
los foros de competencia relativos a las crisis matrimoniales desde el 
“Convenio Bruselas II”. La importancia de este resultado, como detonante 
del presente trabajo, se refleja en su título mediante la expresión referida a 
la “continuidad” de los foros, por cuanto pretende enfatizar la ausencia de 
su modificación en los sucesivos textos europeos.  

La relevancia de esta invariabilidad exige considerar que la articulación 
de estos foros que llegaba a plasmarse en el “Convenio de Bruselas II”, fue el 
resultado del único acuerdo al que se pudo llegar en el momento de su 
elaboración10, y así pasan a integrarse en el “Reglamento Bruselas II”. La 
corta vigencia de este último y el consiguiente escaso espacio temporal 

 
8 El Considerando 6 del “Reglamento Bruselas II” era un claro exponente de esta continuidad. 
9 Este intento viene representado por la “Propuesta de Reglamento del Consejo por el que se 

modifica el Reglamento (CE) nº 2201/2003 por lo que se refiere a la competencia, y se introducen 
normas relativas a la ley aplicable en materia matrimonial” (COM (2006) 399 final, de 17 julio 
2006). En ella planteaba una ambiciosa reforma a través de la conjunta articulación de las normas 
relativas a la competencia judicial y sobre la ley aplicable. Sin embargo, no llegó a prosperar, ya 
que los trabajos no continuaron en el sentido que la misma pretendía y finalmente los esfuerzos 
se centraron en la unificación de la normativa conflictual que llevaron a la aprobación del 
“Reglamento Roma III” (Reglamento 1259/2010, de 20 diciembre 2010, por el que se establece 
una cooperación reforzada en el ámbito de la ley aplicable al divorcio y a la separación judicial. 
DO nº L 343 de 29 diciembre 2010). 

10 Así puede constatarse en el “Informe Borrás” (ap. 30, pár. 2º) cuando señala que “la decisión 
sobre la inclusión de unos determinados criterios responde a su existencia en los distintos 
ordenamientos internos y a su aceptación por los demás o al esfuerzo por encontrar puntos de 
acuerdo aceptables por todos”.  
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transcurrido hasta la aprobación del “Reglamento Bruselas II bis”, permite 
explicar que, por la misma razón (como única posibilidad de acuerdo), 
lleguen intactos a este último. Sin embargo, este argumento no permite 
justificar la ausencia de su modificación por el “Reglamento 2019/1111”, 
como consecuencia del diferente contexto en el que surge. Desde el 
“Reglamento Bruselas II bis” hasta la fecha del “Reglamento 2019/1111” 
han sido aprobados un conjunto de textos europeos que, como éstos, vienen 
referidos a las relaciones familiares de carácter internacional11. En ellos se 
constata una evolución de los parámetros sobre los que basan la articulación 
de sus normas, paralela a la de las posturas de los Estados miembros, que 
definen los contornos del contexto actual sobre el que se desarrolla el objeto 
que ahora se aborda. La consideración de estos parámetros es esencial por 
cuanto ofrecen las claves sobre las que hubiera debido sustentarse la 
reforma de los foros en materia matrimonial para su coherencia con estos 
textos europeos. En este contexto, y sobre la base de la interrelación entre 
todos estos instrumentos, el presente trabajo aborda los foros relativos a las 
crisis matrimoniales introducidos por el “Reglamento 2019/1111”. A ello 
obedece el desarrollo de los dos siguientes apartados. El primero de ellos 
viene referido a la operatividad de los foros internos de los Estados 
miembros (apartado II), único aspecto, dentro del conjunto de las normas 
de competencia en materia matrimonial, que ha sido objeto de reforma por 
el nuevo Reglamento. Su análisis permite constatar que esta modificación 
no implica, en absoluto, la eliminación de estos foros. Se trata de otro motivo 
por el que se emplea el término de la “continuidad” de los foros en el título 
de este análisis. Tras esta específica consideración, el siguiente apartado se 
centra en los foros recogidos en el art. 3 de este texto (apartado III), para 
abordar los resultados del carácter de la alternatividad sobre el que se 
articulan en el contexto de su conjunta operatividad con los demás 
Reglamentos, así como los generados por los foros que introducen el forum 
actoris. El análisis de estos resultados, considerados a través de las claves 
que aportan los Reglamentos europeos, determina el imprescindible 
planteamiento de las razones que han podido motivar la ausencia de 

 
11 Se trata del Reglamento (denominado “Roma III”) 1259/2010 de 20 diciembre 2010, por el 

que se establece una cooperación reforzada en el ámbito de la ley aplicable al divorcio y a la 
separación judicial (DO L 343/10 de 29.12. 2010), el Reglamento 4/2009, de 18 diciembre 2008 
relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de las resoluciones y 
la cooperación en materia de obligaciones de alimentos (DO L 7 de 10.1. 2009), el Reglamento 
2016/1103, de 24 junio 2016 por el que se establece una cooperación reforzada en el ámbito de 
la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia de 
regímenes económicos matrimoniales (DO L 183 de 8.7. 2016) y el Reglamento (UE) 2016/1104, 
24 junio 2016, por el que se establece una cooperación reforzada en el ámbito de la competencia, 
la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones en materia de efectos 
patrimoniales de las uniones registradas (DO L 183 de 8.7.2016).  
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reforma de los foros materia matrimonial por el “Reglamento 2019/1111” 
respecto al texto que le precede y la continuidad con la operatividad de los 
foros internos (apartado IV), siendo las que abren paso a las conclusiones 
con las que finaliza el trabajo.  

 

II. LA OPERATIVIDAD DE LOS FOROS INTERNOS  
FRENTE A SU NECESARIA SUPERACIÓN 

 
Los foros de competencia relativos a las crisis matrimoniales vienen 

recogidos en la sección primera del capítulo segundo del “Reglamento 
2019/1111”. Del mismo modo que el “Reglamento Bruselas II bis”, recoge la 
operatividad de los foros internos de los Estados miembros, si bien en este 
aspecto introduce una modificación merecedora de la especifica 
consideración que ahora se le dedica con el objeto de delimitar su alcance y 
trascendencia. 
 
1. El alcance de la modificación introducida por el Reglamento 2019/1111 

 
La única reforma que el nuevo texto introduce en el conjunto de las 

normas de competencia en materia matrimonial es la que afecta a los foros 
internos. Esta modificación exige considerar el único precepto (art. 6) que 
el “Reglamento 2019/1111” dedica a la operatividad de los foros internos, 
frente a los dos en los que queda comprendida esta regulación en el 
“Reglamento Bruselas II bis” (arts. 6 y 7).  

El alcance que presenta el nuevo art. 6 pasa por constatar que es el 
resultado de la reestructuración y sistematización de los arts. 6 y 7 del 
“Reglamento Bruselas II bis”. Su objetivo no es la reforma del contenido de 
estos preceptos, sino el de refundirlos. De hecho, los tres apartados del 
nuevo art. 6 reproducen, en un diferente orden, los arts. 6 y 7 del texto que 
le precede. Concretamente, su primer apartado es el resultado de la 
trascripción del primer apartado del art. 7 del “Reglamento Bruselas II bis”, 
el segundo recoge lo establecido en el art. 6 de este último texto y el tercero 
reproduce el contenido del apartado segundo del art. 7 del mismo 
instrumento. Cabe por ello señalar, que el nuevo art. 6, más allá de la 
apariencia, no rompe el traslado de la posible operatividad de los foros de 
competencia internos. Una conclusión que se reafirma si se atiende al 
instrumento que marca el inicio de los trabajos elaborados para la adopción 
del nuevo Reglamento, representado por la “Propuesta de Reglamento del 
Consejo relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones en materia matrimonial y de responsabilidad parental, y sobre 
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la sustracción internacional de menores (refundición)”12 (a partir de ahora, 
“Propuesta de Reglamento (2016)”). En su Exposición de Motivos se puede 
constatar que el objetivo de la “clarificación” es el que preside la refundición 
de los arts. 6 y 7 del “Reglamento Bruselas II bis”13. Se trata de una 
trascendente matización por reflejar que la base a la que obedece se 
encuentra en las dificultades planteadas por la interpretación de estos 
preceptos. Con la finalidad de aportar la solución a estas dificultades 
(“clarificación”) justifica la respuesta, articulada a través de la refundición, 
mediante la que ofrece la vía para la interpretación conjunta de los 
preceptos que unifica. 

Esta focalización del objetivo al que atiende la modificación/refundición, 
que coincide con la delimitación del alcance del nuevo art. 6, es la muestra 
de que el legislador europeo se alinea con las posturas doctrinales que 
venían defendiendo la interpretación conjunta que identifica su respuesta14. 
También supone la superación de la criticada interpretación que vino del 
TJUE en su conocida Sentencia Sundelind, de 29 noviembre 2009. La nueva 
sistemática del precepto ofrece la clave para determinar los casos en los que 
pueden operar los foros internos de los Estados miembros15. 

 
12 COM (2016) 411 final, de 30 junio 2016. Este instrumento es objeto de específica 

consideración posterior (Infra, apartado IV del presente trabajo). 
13 La Exposición de Motivos de la “Propuesta de Reglamento (2016)” indica, en el ap. 5 “Otros 

elementos” y, concretamente, en el punto relativo a la “Explicación detallada de las disposiciones 
específicas” (p. 18) que “(l)a presente propuesta no contiene ningún cambio en cuanto al alcance 
o las cuestiones matrimoniales, ámbitos en los que se mantiene el statu quo. Esto significa que el 
capítulo I, con excepción de la mera aclaración de las definiciones, y el capítulo II, sección 1, 
excepto en lo que se refiere a la clarificación de los artículos 6 y 7, permanecen sin cambios”. 

14 Las dificultades para interpretar la operatividad de los foros internos fueron objeto de 
debate doctrinal desde el momento en que se introdujo mediante los arts. 7 y 8 del Reglamento 
1347/2000 (posteriormente arts. 6 y 7 del “Reglamento Bruselas II bis”). La falta de claridad de 
la propia redacción de estos preceptos generaba la diversidad de opiniones doctrinales que 
enfrentaban las que consideraban posible su interpretación conjunta, frente a las que defendían 
la solución mediante la eliminación de la operatividad de alguno de ellos. Un estudio en 
profundidad sobre esta diversidad de posturas tuve la ocasión de realizar en el trabajo relativo al 
“Carácter exclusivo de los foros del Reglamento 1347/2000. La oscura redacción de sus arts. 7 y 
8”, en A.L. Calvo Caravaca y E. Castellanos (dirs.), El Derecho de familia ante el Siglo XXI. Aspectos 
internacionales, Madrid, 2004, pp. 741–77. En este análisis se ofrece, a modo de propuesta (en 
esp. pp. 772 ss), la vía para la conjunta interpretación de estos preceptos articulada mediante una 
refundición, que coincide con la solución que, con este objetivo, aporta el nuevo art. 6 del 
Reglamento 2019/1111. La diversidad de estas posturas doctrinales y su delimitación es el 
objetivo del trabajo realizado por J. Rodríguez Rodrigo, “Reglamento 1347/2000: Ámbito de 
aplicación personal (arts. 7 y 8), International Law. Revista Colombiana de derecho Internacional, 
nº 4, 2004, pp. 361–378. 

15 La ausencia de claridad de los preceptos en los que se introduce la operatividad de los foros 
internos explica las expectativas que fueron depositadas en la interpretación que pudiera venir 
del Tribunal de Justicia de Luxemburgo. Unas expectativas que, sin embargo, quedaron 
frustradas cuando ésta se produjo en su conocida Sentencia de 29 noviembre 2007 Sundelind 
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2. De la modificación del precepto a la eliminación de la operatividad de los 
foros internos 

 
La trascendencia que pudiera tener el alcance del nuevo art. 6 como 

solución de los problemas interpretativos expuestos, queda empañada si se 
aprecia en el contexto actual en el que surge el “Reglamento 2019/1111” y, 
por lo tanto, al que debía haber atendido. Actualmente, más que aportar una 
solución al problema de interpretación de los preceptos referidos a los foros 
internos, lo que realmente hubiera procedido es su eliminación como 
consecuencia de los negativos resultados que genera su operatividad, que 
es, precisamente, el motivo de su rechazo en los textos europeos elaborados 
con posterioridad al “Reglamento Bruselas II bis”. Son trascendentes las 
diversas consecuencias que, en atención al contenido y significado, presenta 
el recurso a la operatividad de los foros internos permitido por el texto 
reglamentario que, al mismo tiempo, pretende la unificación de los foros 
entre los Estados miembros. Supone la quiebra de la unificación de las 
normas de competencia que introduce y la ruptura de la uniformidad que 
pretende. Su resultado es la diversificación y la fragmentación en las 
relaciones entre los Estados miembros que, además de incrementar la 
complejidad de su aplicación y afectar a la previsibilidad del demandado, 
repercute en la coherencia, al venir recogido en un texto que configura unas 
normas comunes para los Estados miembros con el objeto de facilitar la 
libre circulación de las decisiones16. Su operatividad incide, además, en el 
principio de proximidad, en tanto que puede implicar la posible atribución 
de la competencia a los tribunales de un Estado miembro con el cual la 
situación no presenta vinculación alguna, lo que es evidente cuando se 
tratara de un foro exorbitante. A ello se añade la negativa incidencia que 
presenta a efectos de la claridad normativa y de la seguridad jurídica en los 
litigios internacionales. Su operatividad supone la inexistencia de un marco 
jurídico completo para la delimitación de la competencia entre los Estados 
miembros, constituyendo la puerta de entrada a la diversidad y con ella la 

 
López (STJCE, as. C –68/07. Nota a la misma de F. Garau Sobrino, en REDI, vol. LIX, nº 2, 2007, pp. 
763 –766; A. Quiñones Escámez, “¿Cuándo se aplica el Reglamento Bruselas II bis? El TJCE se 
pronuncia sobre su ámbito de aplicación”, RDCE, nº 29, 2008, pp. 457 –482; A. Borrás Rodríguez, 
“Exclusive” and “Residual” Grounds of Jurisdiction on Divorce in The Brussels II bis Regulation 
(zu EuGH, 29.11.2007 –Rs.C –68/07 –Sundelind Lopez/Lopez Lizazo, unten S. 257, Nr.12)”, IPrax, 
2008, nº 3, pp. 233 –235; A.L. Calvo Caravaca y J. Carrascosa González, Derecho de familia 
internacional, Madrid, Colex, 2003, p. 153.  

16 Las resoluciones fundadas en los foros internos al amparo del art. 6 serán reconocidas en el 
ámbito comunitario. Las dificultades de articular este precepto con el reconocimiento de 
decisiones son puestas de relieve por F. Salerno, “I criteri di giurisdizione comunitari in materia 
matrimoniale”, Riv. dir. int. pr. proc., vol. 43, 2007, pp. 63–84, esp. pp. 77–80. 
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falta de uniformidad de la aplicación de las normas de competencia. Es el 
precio de la diversificación que introducen, del que derivan los diferentes 
regímenes de competencia judicial internacional17. 

Estos resultados permitían sustentar las expectativas relativas a la 
eliminación de la operatividad de los foros internos que, sin embargo, 
quedan frustradas con la aprobación del “Reglamento 2019/1111”18, lo que 
aún adquiere mayor relieve en atención a la evolución que, en este sentido, 
manifiestan los restantes textos europeos en materia de relaciones 
familiares de carácter internacional. Ninguno de ellos recoge la operatividad 
de los foros internos de competencia e incluso se descarta expresamente, 
como ocurre en el Reglamento 4/2009 relativo a las obligaciones de 
alimentos19. Se trata de una significativa exclusión20, que se añade a la 
trascendencia que presenta la regulación expresa del forum necessitatis (art. 
7)21 por la que opta en su lugar. Un foro que del mismo modo recoge el art. 

 
17 Como consecuencia de la diversidad entre los respectivos foros internos de los Estados 

miembros se genera una disparidad del tratamiento de idénticas situaciones en el ámbito 
europeo, ya que, ante supuestos idénticos, en unos casos el demandante podría alegar un foro 
interno, no siendo posible en otros. Se trata de una diferencia trascendente que muestra una 
disparidad en la aplicación del Derecho internacional privado entre los Estados miembros, con 
una importante repercusión en la fragmentación. Un resultado “que se muestra en absoluta 
discordia con la uniforme aplicación del “Reglamento Bruselas II bis”, como indica O. Lopes 
Pegna, “La Proposta di cooperazione rafforzata sulla legge applicabile a separazione e divorzio: 
profili problematici”, CDT, 2010, vol. 2, nº 2, pp. 126–139, esp.. p. 133. 

18 El legislador europeo no ha considerado estos resultados, al menos, con la categoría de 
“grave” problema al que alude la Exposición de Motivos de la “Propuesta de Reglamento (2016)” 
(vid. infra IV).  

19 En su considerando (15) señala que “(c)on el fin de preservar los intereses de los acreedores 
de alimentos y de favorecer una buena administración de justicia en la Unión Europea (…) en 
adelante, debería excluirse toda remisión a las reglas de competencia del derecho nacional”. La 
importancia de la expresa exclusión de los foros internos que realiza este Reglamento es 
destacada por F. Pocar, “La disciplina comunitaria della giurisdizione in tema di alimenti: il 
Regolamento 4/2009” en C. Baruffi y R. Cafari Panico (a cura di), Le nuove competenze 
comunitarie. Obbligazioni alimentari e successioni, 2009, pp. 1 ss, esp. pp. 12–14; F. Salerno, loc. 
cit., pp. 80 ss. Como indica A. Borrás, “en los recientes textos en materia de competencia judicial 
internacional no hay una regla igual a la del art. 7 del R. 2201/2003”. A. Borrás Rodríguez, “La 
diversificación de las fuentes y su interrelación en el Derecho internacional privado de la Unión 
Europea y de sus Estados Miembros”, en A. Borrás y G. Garriga (eds), Adaptación de la Legislación 
interna a la normativa de la Unión Europea en materia de cooperación civil. Homanaje al Prof. Dr. 
Ramón Viñas Farré, Madrid, Marcial Pons, 2012, pp. 51–79, esp. p. 78. 

20 Significativo interés presenta este rechazo expreso en un Reglamento que, del mismo modo 
que el “Reglamento Bruselas II bis”, deriva del “Reglamento Bruselas I”. El precepto de este último 
texto (art. 4) que motivó su traspaso al “Reglamento Bruselas II bis” queda excluido en el 
Reglamento 4/2009. 

21 Establece en su art. 7 que “(c)uando ningún órgano jurisdiccional de un Estado miembro 
sea competente con arreglo a los arts. 3, 4 y 5, los órganos jurisdiccionales de un Estado miembro 
podrán, en casos excepcionales, conocer del litigio si un procedimiento no puede razonablemente 
introducirse o llevarse a cabo o resulta imposible en un Estado tercero con el cual el litigio tiene 
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11 de los Reglamentos (UE) 2016/1103 y 2016/1104, referidos, 
respectivamente, a los regímenes económicos matrimoniales y a los efectos 
patrimoniales de las uniones registradas22. Se trata de una muestra de la 
evolución de los foros de competencia a la que no se suma el “Reglamento 
2019/1111”, siendo el único, entre los relativos a las relaciones familiares 
internacionales, que permite la operatividad de estos foros23. Parece 
evidente que ha quedado anclado unos parámetros superados y diversos a 
los que sustentan los foros de competencia en estos otros Reglamentos. 

 

III. LOS FOROS DE COMPETENCIA DEL ART. 3 
DEL REGLAMENTO 2019/1111 

 
El art. 3 del “Reglamento 2019/1111” recoge los foros de competencia 

relativos a las crisis matrimoniales con idéntica sistemática y contenido que 
el mismo precepto del “Reglamento Bruselas II bis”24. Del mismo modo su 
articulación se realiza sobre la base del carácter alternativo de los siete foros 
que recoge. 

 
1. El carácter de la alternatividad de los foros como elemento de distorsión 

 
El carácter alternativo de los foros relativos a las crisis matrimoniales se 

identifica con la posibilidad de que pueda operar cualquiera de ellos sin 
orden jerárquico. La consecuencia opera a favor del cónyuge demandante, 

 
estrecha relación. El litigio debe guardar una conexión suficiente con el Estado miembro del 
órgano jurisdiccional que vaya a conocer de él”. 

22 Estos Reglamentos indican, en sus respectivos considerandos (41) y (40), que el forum 
necessitatis que expresamente recogen tiene como finalidad la de “remediar, en particular, las 
situaciones de denegación de justicia”. A ellos hay que añadir el Reglamento (UE) 650/2012 
relativo a las sucesiones, que también con el mismo objetivo como refleja en su considerando 
(31), recoge este foro de necesidad (art. 11). A todo ello se añade el art. 5 del Reglamento 
2016/1103, del que se puede derivar la necesidad de reducir los foros de competencia en materia 
matrimonial que afecta, entre otros, a los foros internos (vid. infra III.2). 

23 Esta evolución permitió sustentar las expectativas basadas en la introducción del forum 
necessitatis en el nuevo Reglamento, cuya incorporación no hubiera debido plantear problemas 
para su aceptación por los Estados miembros como tuve la ocasión de exponer en el análisis 
relativo al “Divorcio entre cónyuges del mismo sexo como paradigma de la ineludible 
incorporación del forum necessitatis al Reglamento Bruselas II bis”, RDCE, nº 63, 2019, pp. 407–
448. Sobre las dudas de la inclusión de estos supuestos en el ámbito del Reglamento J. Maseda 
Rodríguez, “Matrimonio entre personas del mismo sexo y Reglamento 2201/2003 regulador de 
la competencia judicial internacional en materia de separación judicial y/o divorcio. Inclusión o 
exclusión”, Ius et Praxis, vol. 24, nº 1, 2018, pp. 207–242. 

24 A este precepto se añaden los arts. 4 y 5 referidos, respectivamente, al caso de la demanda 
reconvencional, y a la conversión de la separación legal en divorcio. Su redacción también es 
idéntica en ambos Reglamentos. 
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al quedarle atribuida la posibilidad de interponer la demanda ante los 
tribunales del Estado miembro al que remita cualquiera de los foros de este 
precepto que pudiera operar en el caso concreto. El resultado que genera la 
alternatividad de los foros es un “privilegio” para el cónyuge demandante 
que deriva del hecho de ser el primero que presente la demanda. Una 
alusión a sus consecuencias es suficiente para mostrar cómo afecta este 
resultado al correcto engranaje que exige la coordinación entre los 
Reglamentos europeos relativos a las relaciones familiares de carácter 
internacional.  

La elección de los tribunales del divorcio, aun siendo dentro de los límites 
marcados por los foros del Reglamento, implica la elección del Estado 
miembro donde se sigue el proceso, un aspecto esencial en sí mismo como 
para motivar el fomento de la litigiosidad o la “carrera a los tribunales”.  

Es también trascendente la incidencia que esta posibilidad de elección de 
los tribunales puede tener en la designación (indirecta) de la ley aplicable. 
La unificación de la normativa conflictual realizada por el “Reglamento 
Roma III” solo consigue mitigar, no eliminar, la trascendencia que presenta 
el “privilegio” del demandante para la elección de los tribunales 
competentes25. A ello se añade el incremento de la trascendencia de esta 
posición privilegiada del demandante como consecuencia de las 
posibilidades derivadas del fraccionamiento que implica el mecanismo de la 
“cooperación reforzada” que está en la base del “Reglamento Roma III”. Este 
cónyuge, ante la opción que en el caso concreto pudiera tener en virtud de 
los foros en materia matrimonial para la interposición de la demanda ante 
los tribunales de un “Estado miembro participante” o no participante de la 
“cooperación reforzada”, podría decidir en función del resultado al que 
conduce la ley aplicable el que más beneficie sus intereses (forum shopping 
unilateral). La posición privilegiada del demandante se incrementa a través 
de la posibilidad, implícita, de decidir si la determinación de la ley aplicable 
se ha de realizar de acuerdo con las normas del “Reglamento Roma III”, o 

 
25 Un profundo análisis sobre las dificultades de coordinación entre los Reglamentos 

comunitarios reguladores de las “crisis matrimoniales” a través de la consideración de su 
conjunta operatividad, ya tuve la ocasión de abordar. M.A. Sánchez Jiménez, El divorcio 
internacional en la Unión Europea. Jurisdicción y Ley aplicable, Pamplona, Aranzadi, 2013. En 
particular, el análisis realizado sobre los resultados derivados de la elección de los tribunales 
por el demandante (en virtud del Reglamento Bruselas II bis) en el contexto de las normas 
conflictuales unificadas (Regalmento Roma III), permite constatar (pp. 96 –128) las razones 
por las que, sin negar importancia a la unificación conflictual del RR III, lo cierto es que no 
consigue eliminar la “carrera a los tribunales” y sólo consigue paliar el riesgo del forum 
shopping en la parte de Europa constituida por los Estados participantes de la “cooperación 
reforzada”, en tanto que, de forma paralela, se ha incrementado respecto de los Estados no 
participantes de la misma.  
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mediante las de DIPr del Estado miembro no participante ante cuyos 
tribunales pudiera presentar la demanda.  

A lo anterior se añaden las consecuencias que presenta la alternatividad 
de los foros del divorcio en el marco de la conjunta operatividad los foros de 
competencia de los Reglamentos relativos a las relaciones familiares 
internacionales. El planteamiento de la disolución o relajación del vínculo 
matrimonial implica, en la mayor parte de los casos, que se vean afectadas 
una serie de relaciones jurídicas que, por su carácter de materias 
estrechamente conectadas (conexas), ponen en marcha la aplicación del 
conjunto de los textos europeos relativos a las relaciones familiares de 
carácter internacional. Los efectos de la interacción los foros de 
competencia de estos instrumentos europeos se constatan en los casos de 
las acciones vinculadas, esto es, aquellos en los que la acción que se ejercita 
sobre una materia concreta (responsabilidad parental, alimentos, …), es 
consecuencia de un proceso de divorcio. En estos supuestos, el objetivo de 
evitar la dispersión jurisdiccional del pleito26 motiva la necesidad de 
articular la vía para su acumulación con la finalidad de permitir que las 
autoridades del Estado miembro cuyos tribunales son competentes para el 
divorcio, puedan también conocer de la acción con él vinculada. En 
consecuencia, la configuración de este mecanismo ha de pivotar sobre los 
foros de competencia en materia de divorcio por ser determinantes del 
Estado miembro en el que se pretende la concentración jurisdiccional del 
pleito. Aquí radica la trascendencia del carácter alternativo de estos foros, 
con el consiguiente privilegio que introduce a favor del demandante. Su 
resultado se materializa en el control que exige esta alternatividad, que lleva 
al necesario acuerdo de los cónyuges para la acumulación de las acciones27, 

 
26 La dispersión jurisdiccional del pleito es consecuencia del alcance limitado de la 

competencia atribuida en materia matrimonial por el art. 3, como recientemente ha vuelto a 
recordar el TJUE. Vid. A. Font i Segura, “Cuando el divorcio es cosa de dos. Comentario al Auto del 
Tribunal de Justicia de 3 octubre 2019, as. C –759/18, OF y PG”, La Ley: Unión Europea, nº 77, de 
31 enero 2020.  

27 Salvo en determinados supuestos en los que la acción de cuya acumulación se trate tenga 
un contenido patrimonial como es el caso de las relativas al régimen económico matrimonial (vid. 
Infra, III.2), el acuerdo de los cónyuges es la consecuencia del control del alto grado de 
alternatividad de los foros de competencia relativos al divorcio, ya que, de otro modo, la elección 
del demandante sobre los tribunales competentes para el divorcio (entre las diversas 
posibilidades que le permiten estos foros), se extendería a la competencia para la acción 
vinculada. Como señala R. Arenas García, los foros del art. 3 no pueden extenderse sin problemas 
a cuestiones tales como las medidas que deban adoptarse respecto a los hijos, incluida la 
reclamación de alimentos a su favor. El resultado de ello es que el propio Reglamento permite la 
fragmentación procedimental de la crisis”. R. Arenas García, “Algunas propuestas de regulación 
de las crisis matrimoniales internacionales”, en S. Álvarez González (ed.), Estudios de Derecho de 
Familia y de Sucesiones. (Dimensiones interna e internacional), Santiago de Compostela, 2009, pp. 
39–64, esp. p. 46. El control de la alternatividad de los foros está en la base del art. 12.1º del propio 
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una vía más limitada, para garantizar la concentración judicial del pleito, que 
la prorrogatio fori. 

Estos resultados permiten mostrar que el carácter alternativo de los foros 
relativos a las crisis matrimoniales dificulta la correcta coordinación entre 
el Reglamento 2019/1111 y los demás textos europeos relativos a las 
relaciones familiares internacionales28. Hubiera sido necesaria la reforma 
de estos foros de acuerdo con los parámetros que ofrecen estos 
Reglamentos, en particular, sobre el criterio común a todos ellos, de la 
autonomía de la voluntad29. La configuración de los foros de competencia 
sobre la base del criterio de la autonomía de la voluntad limitada, permitiría 
eliminar la situación privilegiada del demandante que, además de operar a 
favor de la coordinación, facilitaría, en igualdad de condiciones para ambos 

 
Reglamento Bruselas II bis, al exigir el acuerdo de los cónyuges para la prórroga de la 
competencia. Un acuerdo determinante de la concentración del pleito en el Estado miembro de 
los tribunales del divorcio para conocer también de las acciones derivadas de alimentos 
accesorias a la de responsabilidad parental (en virtud del art. 3 d) del Reglamento Bruselas III). 

28 Siguiendo a B. Campuzano, la seguridad jurídica que se ha conseguido gracias a los 
Reglamentos se vería comprometida en caso de que no fuera posible coordinarlos eficazmente a 
fin de obtener una respuesta de conjunto. B Campuzano Díaz, “Algunas propuestas en materia de 
competencia judicial internacional para una mejor coordinación de los instrumentos de la UE en 
el sector del Derecho de familia”, en E. M Vázquez Gómez, M. D. Adam Muñoz y N. Cornago Prieto, 
El arreglo pacífico de controversias internacionales, Valencia, Tirant lo Blanch,  2013, pp. 621 –630 
(en esp., p. 623). Por su parte afirma M. Requejo que la contrapartida de la preferencia por la 
economía procesal traducida en una competencia única, radica en que la búsqueda de la 
coherencia debe presidir todos los instrumentos llamados a interactuar. M. Requejo Isidro, “La 
coordinación de la competencia judicial internacional en el Derecho procesal europeo de la 
familia (sucesiones y régimen económico matrimonial y de las uniones registradas)”, en A. 
Domínguez Luelmo, M.P. García Rubio, Estudios de Derecho de sucesiones. Liber Amicorum T. F. 
Torres García, La Ley, 2014, pp. 1195 –1217 (en esp., p. 1209). La necesidad de modificar los foros 
en materia de divorcio en aras a la coherencia con los últimos reglamentos europeos aprobados 
es puesta de relieve por P. Quinzá Redondo, “La unificación “fragmentada” del Derecho 
internacional privado de la Unión Europea en materia de régimen económico matrimonial”, 
RGDE, nº 41, 2017, pp. 180–222, esp. p. 194; P. Quinzá Redondo y J. Gray, “La (des)coordinación 
entre la Propuesta de Reglamento de régimen económico matrimonial y los Reglamentos en 
materia de divorcio y sucesiones”, AEDIPr, t. XIII, 2013, pp. 513–542. 

29 La autonomía de la voluntad es recogida con diferentes límites y alcance y sometida a 
determinados requisitos, tanto para la elección del órgano jurisdiccional (art. 3 del Reglamento 
4/2009 relativo a las obligaciones de alimentos, art. 7 del Reglamento 2016/1103, relativo a los 
regímenes económicos matrimoniales, así como del Reglamento 2016/1104, sobre los efectos 
patrimoniales de las uniones registradas), como para la delimitación de la ley aplicable 
(autonomía conflictual) (art. 5 del Reglamento Roma III, separación y divorcio, art. 8 del 
Protocolo de La Haya sobre Ley aplicable a las obligaciones alimenticias (DO L 331 de 
16.12.2009), art. 22 del Reglamento 2016/1103 en relación al régimen económico matrimonial 
y art. 22 del Reglamento del 2016/1104 para los efectos patrimoniales de la unión registrada). 
En todo caso este criterio no es desconocido en los propios foros del art. 3, si bien tiene una 
entrada muy marginal, únicamente a través del caso de demanda conjunta de los cónyuges, al que 
se refiere el art. 3.1º.a), guion cuarto), para permitir que elijan los tribunales del Estado miembro 
de la residencia habitual de cualquiera de ellos. 
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cónyuges, el acceso a la justicia. La simetría que ha de existir entre los 
Reglamentos europeos reguladores de las crisis matrimoniales también 
justifica esta configuración. La común elección de los tribunales, unida a la 
conjunta determinación de la ley aplicable supondría la atribución a los 
cónyuges de la posibilidad de configurar el sistema completo de las 
soluciones relativas a su divorcio articulado de manera coherente. Este 
sistema habría de acompañarse del conjunto de foros, recogidos con el 
mismo carácter subsidiario con el que se introduce por estos 
Reglamentos30, mediante los cuales se pudieran determinar los tribunales 
competentes cuando los cónyuges no los hubieran elegido, o no tuviera 
validez el acuerdo que hubieran realizado para la elección.  

 
2. La necesaria reducción de los foros relativos a las crisis matrimoniales 

 
Especial atención merecen los foros del art. 3.1º del Reglamento 

2019/1111 que introducen el forum actoris (letra a), guiones quinto y sexto, 
respectivamente)31, por su difícil coordinación con los recogidos en los 
restantes Reglamentos relativos a las relaciones familiares internacionales. 
Estos foros permiten al demandante acudir a los tribunales del Estado 
miembro donde hubiera tenido su residencia habitual durante el año 
anterior a la demanda, o bien solo durante los seis meses anteriores cuando, 
además, fuera nacional de este Estado. En este último se añade el resultado 
de la disparidad de tratamiento a favor de los propios nacionales, que ha 
motivado las muy justificadas críticas doctrinales relativas a su 
contrariedad con el principio de no discriminación por razón de la 
nacionalidad (art. 18.1º TFUE)32. 

 
30 Salvo en el Reglamento 4/2009, sobre la base de la protección del acreedor de alimentos, 

motivo del carácter alternativo con el que recoge los foros de competencia en su art. 3, en los 
demás, prevalece el carácter subsidiario de los foros en defecto de elección por las partes, tanto 
para la delimitación del órgano jurisdiccional competente (art. 6 del Reglamento 2016/1103 en 
relación al régimen económico matrimonial, art. 6 del Reglamento del 2016/1104 sobre los 
efectos patrimoniales de la unión registrada), como para determinar la ley aplicable (art. 8 del 
Reglamento Roma III, art. 26 del Reglamento 2016/1103 en relación al régimen económico 
matrimonial). 

31 Su operatividad supone la atribución al demandante de la posibilidad de acudir a los 
tribunales del Estado miembro en el que reside, y ello con independencia del país en el que los 
cónyuges hubieran tenido la residencia habitual común (ya fuese otro Estado miembro, o un 
tercer Estado), o de que el demandado aún tuviera su residencia en el Estado miembro de la 
última residencia común, o incluso de que los cónyuges no hubieran tenido residencia habitual 
común. 

32 En la doctrina española ha sido especialmente considerada la incidencia del principio de no 
discriminación por razón de la nacionalidad en los criterios de competencia del art. 3 del 
“Reglamento Bruselas II bis”, siendo destacables ciertas críticas que ha suscitado el foro de la 
residencia del demandante unido a su nacionalidad, por considerarlo exponente de la 
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La muestra más evidente de la distorsión que estos foros introducen se 
constata en el Reglamento (UE) 2016/1103 relativo a los regímenes 
económicos matrimoniales, en particular en su art. 5 elaborado con el 
objetivo de evitar la dispersión jurisdiccional del pleito. Sobre la base de la 
vinculación de la acción relativa al régimen económico matrimonial con otra 
en materia matrimonial, aborda la posible acumulación del pleito para que 
las autoridades del Estado miembro cuyos tribunales tienen competencia 
para el divorcio puedan conocer también de la cuestión relativa al régimen 
económico. Con este objetivo introduce una doble vía recogida, 
respectivamente, en sus dos primeros apartados. 

La primera de ellas, entendida como regla general, se corresponde con la 
prorrogatio fori, en la que el presupuesto de la vinculación es suficiente (art. 
5.1º33), frente a la segunda (art. 5.2º34) en la que introduce el foro de 

 
discriminación favorable a los propios nacionales. La causa deriva del resultado de la variabilidad 
del período exigido para que el demandante pueda presentar la demanda en el Estado miembro 
al que hubiera modificado su residencia habitual. Este período es inferior si dicho Estado es el de 
su nacionalidad (que opera para disminuirlo), frente al caso en que el demandante, también 
nacional europeo, hubiera modificado su residencia a otro Estado miembro distinto al de su 
nacionalidad, en el cual tendría que esperar el transcurso de un año para poder presentar la 
demanda ante los tribunales de este país. En este sentido, M. Gómez Jene, “El Reglamento 
comunitario en materia matrimonial: criterios de aplicación personal, privilegios de los 
nacionales comunitarios y discriminación por razón de la nacionalidad”, La Ley, nº 4, 2001, pp. 
1582–1588, esp. p. 1586; G. Palao Moreno, “Las normas de competencia judicial internacional del 
nuevo Reglamento comunitario en materia matrimonial y de responsabilidad parental sobre 
hijos comunes”, Libro Homenaje a G. Parra Aranguren, F. Parra Aranguren (ed.), Tribunal 
Supremo de Justicia, Caracas, 2002, pp. 309–354, esp. p. 334; C. González Beilfuss, “Relaciones e 
interacciones entre Derecho comunitario, Derecho internacional privado y Derecho de familia 
europeo en la construcción de un espacio judicial”, AEDIPr, t. IV, 2004, pp. 126 –131; E. Rodríguez 
Pineau, “El nuevo Reglamento comunitario sobre litigios matrimoniales y responsabilidad 
parental”, La Ley, nº 1, 2004, pp. 1721 –1731; P. Maestre Casas, “Doble nacionalidad y forum patriae 
en divorcios Internacionales (notas a la STJUE de 16 de julio 2009, Hadadi, As. C –168/08)”, CDT, vol. 
2, nº 2, 2010, pp. 290 –304 (en esp. p. 298 y p. 300). B. Ancel y H. Muir Watt, “La desunión 
européenne: le Règlement dit ‘Bruxelles II “, Rev. crit. dr. int. pr., nº 90, 2001, pp. 403–457. 

33 Establece este primer apartado que “Sin perjuicio de lo dispuesto en el ap. 2, cuando se 
interponga ante un órgano jurisdiccional de un Estado miembro una demanda de divorcio, 
separación judicial o anulación del matrimonio en virtud del Reglamento (CE) nº 2201/2003, los 
órganos jurisdiccionales de dicho Estado miembro serán competentes para resolver sobre el 
régimen económico matrimonial que surja en conexión con dicha demanda”. 

34 De acuerdo con el segundo apartado de este precepto: “La competencia en materia de 
régimen económico matrimonial de conformidad con el ap. 1 estará sujeta al acuerdo de los 
cónyuges cuando el órgano jurisdiccional que deba resolver la demanda de divorcio, separación 
judicial o anulación del matrimonio: (a) sea un órgano jurisdiccional de un Estado miembro en el 
que el demandante resida habitualmente y haya residido durante al menos un año 
inmediatamente antes de la fecha de interposición de la demanda, de conformidad con el art. 3, 
ap. 1, letra a), quinto guion, del Reglamento (CE) nº 2201/2003; (b) sea un órgano jurisdiccional 
de un Estado miembro del que el demandante sea nacional y en el que resida habitualmente y 
haya residido durante al menos seis meses inmediatamente antes de la fecha de interposición de 
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sumisión por conexidad, ya que, además de la vinculación, exige el acuerdo 
entre los cónyuges35. La trascendencia radica en que esta doble solución se 
articula sobre la base de la diferenciación de dos grupos diferentes entre los 
foros de competencia en materia de divorcio. Según que el foro operativo 
para la atribución de la competencia en materia matrimonial se encuentre 
en uno u otro de los grupos que distingue, procede la operatividad de una u 
otra de las vías señaladas.  

El propio precepto delimita los foros que se integran en el segundo de 
estos grupos al establecer los supuestos en los que opera la vía de la 
sumisión por conexidad. Concretamente, de acuerdo con su apartado 
segundo, estos supuestos se identifican con los casos en los que el foro 
atributivo de la competencia para el divorcio coincida con alguno de los 
referidos al forum actoris –art. 3.1º.a) guiones quinto y sexto–, o resulte de 
la operatividad de los foros internos –art. 7–, o bien cuando se trate de la 
conversión de la separación judicial en divorcio –art. 5–36. No es casual la 
coincidencia que cabe apreciar entre estos foros y los que, como ha quedado 
expuesto, se articulan sobre parámetros superados en los actuales 
Reglamentos europeos37.  

 
la demanda, de conformidad con el art. 3, ap. 1, letra a), sexto guion, del Reglamento (CE) nº 
2201/2003; (c) deba resolver, en virtud del art. 5 del Reglamento (CE) nº 2201/2003, en los casos 
de conversión de la separación judicial en divorcio, o d) deba resolver, en virtud del art. 7 del 
Reglamento (CE) nº 2201/2003, en los casos de competencia residual”. 

35 Indica el apartado tercero del art. 5 que si este acuerdo (el recogido en el apdo. 2), se celebra 
antes de que se requiera al órgano jurisdiccional que resuelva sobre el régimen económico 
matrimonial, deberá ser conforme a lo dispuesto en el art. 7.2. Este último señala que dicho 
acuerdo ha de ser escrito, fechado y firmado por las partes, y considera que se ha realizado por 
escrito toda comunicación efectuada por medios electrónicos que proporciones un registro 
duradero del acuerdo. Un análisis del art. 5.3º es realizado por P. Peiteado Mariscal, “Competencia 
internacional por conexión en materia de régimen económico matrimonial y de efectos 
patrimoniales de Uniones registradas. Relación entre los Reglamentos UE 2201/2003, 650/2012, 
1103/2016 y 1104/2016”, CDT, vol. 9, nº 1, 2017, pp. 300 –326, esp., p. 320. 

36 De acuerdo con el segundo apartado de este precepto: “La competencia en materia de 
régimen económico matrimonial de conformidad con el ap. 1 estará sujeta al acuerdo de los 
cónyuges cuando el órgano jurisdiccional que deba resolver la demanda de divorcio, separación 
judicial o anulación del matrimonio: (a) sea un órgano jurisdiccional de un Estado miembro en el 
que el demandante resida habitualmente y haya residido durante al menos un año 
inmediatamente antes de la fecha de interposición de la demanda, de conformidad con el art. 3, 
ap. 1, letra a), quinto guion, del Reglamento (CE) nº 2201/2003; (b) sea un órgano jurisdiccional 
de un Estado miembro del que el demandante sea nacional y en el que resida habitualmente y 
haya residido durante al menos seis meses inmediatamente antes de la fecha de interposición de 
la demanda, de conformidad con el art. 3, ap. 1, letra a), sexto guion, del Reglamento (CE) nº 
2201/2003; (c) deba resolver, en virtud del art. 5 del Reglamento (CE) nº 2201/2003, en los casos 
de conversión de la separación judicial en divorcio, o d) deba resolver, en virtud del art. 7 del 
Reglamento (CE) nº 2201/2003, en los casos de competencia residual”. 

37 Vid. supra, II. 
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Esta delimitación permite señalar, a sensu contrario, que la prórroga de la 
competencia, vía que recoge el art. 5.1º, se activa cuando la competencia 
para el divorcio venga atribuida en virtud de los restantes foros del art. 3, 
esto es, los recogidos en su primer apartado, letra a), guiones primero a 
cuarto, así como el de su segundo apartado38. Estos son, por lo tanto, los que 
quedan comprendidos en el primero de los grupos sobre los que el precepto 
basa su articulación.  

La exposición de esta distinción permite ahora considerar su evidente 
trascendencia. La doble vía que introduce con el objetivo de evitar la 
dispersión del pleito es el resultado de la clasificación de los foros del 
divorcio realizada por el propio legislador europeo. Con ella marca la 
diferencia basada en la consideración del principio de proximidad en los 
criterios sobre los que, respectivamente, sustentan la atribución de la 
competencia. Así se muestra en los propios considerandos del 
Reglamento39, y se deriva de la articulación de las normas de competencia 
que realiza en el siguiente precepto40. De este modo, sólo los que reflejan la 

 
38 Se trata de los casos en los que la competencia para conocer de la demanda de nulidad, 

separación o divorcio venga atribuida a los órganos jurisdiccionales del Estado miembro: (a) en 
el que tuvieran los cónyuges su residencia habitual, o (b) en el que hubieran tenido su última 
residencia habitual, si en dicho Estado continúa residiendo uno de ellos, o (c) de la residencia 
habitual del demandado, o (d) el de la residencia habitual de cualquiera de los cónyuges, 
tratándose de la demanda conjunta, o (e) de la nacionalidad común de los cónyuges. 

39 El considerando (32) refleja que el apartado primero del art. 5 obedece a la finalidad de 
facilitar la buena administración de justicia teniendo en cuenta la movilidad creciente de las 
parejas durante su matrimonio, motivo por el que indica que las normas que recoge, “deben 
permitir que los diferentes procedimientos conexos de los ciudadanos se sustancien ante los 
órganos jurisdiccionales de un mismo Estado miembro. Para ello, el presente Reglamento debe 
tratar de concentrar la competencia en materia de régimen económico matrimonial en el Estado 
miembro cuyos órganos jurisdiccionales deban resolver sobre (….) el divorcio, la separación 
judicial o la anulación del matrimonio de conformidad con el Reglamento (CE) nº 2201/2003 del 
Consejo”. Por su parte, el considerando (34) continúa señalando la necesidad de la extensión de 
la competencia, si bien con ciertos límites. En este sentido indica que “ (…) los regímenes 
económicos matrimoniales que nazcan en conexión con procedimientos pendientes ante el 
órgano jurisdiccional de un Estado miembro ante el que se presente una demanda de divorcio, 
separación judicial o anulación del matrimonio en virtud del Reglamento (CE) nº 2201/2003 
deben ser resueltos por los órganos jurisdiccionales de dicho Estado miembro, a menos que la 
competencia para resolver sobre el divorcio, la separación judicial o la anulación del matrimonio 
solo pueda basarse en motivos específicos de competencia. En esos casos no debe autorizarse la 
concentración de la competencia sin el acuerdo de los cónyuges”. Sobre la necesaria reducción de 
los foros del divorcio vid. B. Campuzano Díaz, “La propuesta de reforma del Reglamento 
2201/2003 en materia matrimonial”, en M. Di Filippo, B. Campuzano Díaz, A. Rodríguez Benot, 
M.A. Rodríguez Vázquez (coords.), Hacia un derecho conflictual europeo: realizaciones y 
perspectivas, Universidad de Sevilla, 2008, pp. 93–119. 

40 El art. 6 recoge los mismos foros de competencia comprendidos en el art. 5.1º para articular 
la competencia respecto del régimen económico matrimonial en los casos diferentes de los 
previstos en los anteriores preceptos, o cuando ningún tribunal sea competente con arreglo a los 
arts. 4 o 5. La selección de estos foros sólo puede obedecer a la consideración de que son éstos, y 
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proximidad, permiten vía de la prorrogatio fori, que garantiza la 
acumulación del pleito, frente a los que, por no venir articulados sobre este 
principio, no son merecedores del mismo tratamiento. Estos últimos han de 
quedarse en el escalón inferior que representa el foro de sumisión por 
conexidad. Son, por ello, los que constituyen un obstáculo para la 
articulación del mecanismo que permite garantizar el objetivo de evitar la 
dispersión judicial del pleito. 

Las conclusiones que pueden extraerse de todo lo anterior reflejan la 
importancia del precepto. La primera de ellas es que el art. 5 se articula 
sobre la base de la modulación que el legislador europeo considera 
necesaria de los foros de competencia en materia de divorcio. La segunda es 
que la delimitación de la doble categoría que refleja configura la base sobre 
la que se puede sustentar la necesaria reducción de los foros del divorcio. La 
tercera es que esta reducción habría de operar respecto de los foros que el 
propio precepto integra en el segundo de los grupos (art. 5.2º  

Sobre la base de estos resultados se puede afirmar que el art. 5 aporta las 
coordenadas necesarias para la modificación de los foros de competencia en 
materia de divorcio que, cuando menos, debería haber afectado a la 
eliminación de los que introducen el forum actoris. Llegados a este punto, no 
se alcanza a entender que el “Reglamento 2019/1111” incorpore sin más, 
las mismas normas de competencia del texto que le precede.  

 

IV. LAS “RAZONES” PARA LA INAMOVILIDAD  
DE LOS FOROS DEL DIVORCIO 

 
La necesidad de la modificación de los foros de competencia que ha 

quedado constatada en los anteriores apartados, no coincide con la realidad, 
que nos devuelve a un escenario bien diferente, cuyo resultado exige, 
siguiendo el hilo conductor del presente análisis, el planteamiento de las 
razones que pudieran justificarlo. 

La consideración de estos motivos pasa por destacar que la ausencia de 
modificación de los foros de competencia relativos al divorcio fue la opción 
desde el inicio de los trabajos con los que se abordaba la elaboración del 
“Reglamento 2019/1111”, como se constata en la “Propuesta de 
Reglamento (2016)”. Este texto, adoptado en el marco del art. 65 del 

 
no otros, los que, por venir basados en criterios articulados sobre el principio de proximidad, 
reflejan la vinculación necesaria entre el supuesto y el Estado miembro a cuyos órganos 
jurisdiccionales les atribuyen la competencia.  
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“Reglamento Bruselas II bis”41, señala en su Exposición de Motivos que la 
elección del instrumento ha adoptado la forma de la “refundición” de este 
último Reglamento con ciertas modificaciones, y ello porque, como de 
inmediato señala, “(e)ntre los dos ámbitos cubiertos por el Reglamento, las 
cuestiones matrimoniales y las cuestiones de responsabilidad parental, 
parece que es en estas últimas donde se plantean graves problemas que es 
necesario abordar urgentemente”42. 

Realmente sorprende este argumento por el que descarta la modificación 
de las normas de competencia relativas a las cuestiones matrimoniales. La 
mayor gravedad de los problemas que, según indica, plantea una de las 
materias comprendidas en el “Reglamento Bruselas II bis”, como es la 
responsabilidad parental, podría sustentar su consideración como 
detonante de la reforma, pero difícilmente como fundamento para descartar 
la que afecta a la otra materia comprendida en el mismo texto. La existencia 
de problemas no es la medida considerada, sino su gravedad, lo que es un 
argumento débil para descartar la modificación de las cuestiones cuyos 
problemas pudieran, en su caso, ser menos graves43. Una debilidad 

 
41 Este precepto, relativo a la revisión del Reglamento, establece que “(a) más tardar el 1 enero 

2012, y a continuación cada cinco años, la Comisión presentará al Parlamento Europeo, al Consejo 
y al Comité Económico y Social Europeo un informe basado en la información proporcionada por 
los Estados miembros y relativo a la aplicación del presente Reglamento, acompañado, si ha lugar, 
de propuestas encaminadas a su adaptación”. De acuerdo con este precepto, la Comisión 
adoptaba un informe el 15 abril 2014, en el que llegaba a señalar que “las normas que establece 
el Reglamento han contribuido a simplificar el marco jurídico en una situación que ya supone 
problemas considerables para los ciudadanos afectados”. Se puede decir que se trata de una 
consideración “en exceso complaciente” siguiendo a P. Orejudo Prieto de los Mozos, “Diez años 
de aplicación e interpretación del Reglamento Bruselas II bis sobre crisis matrimoniales y 
responsabilidad parental (análisis de los aspectos de competencia judicial internacional)”, La Ley: 
Unión Europea, nº 21, 2014, pp. 5–22, esp. p. 10. El Informe de la Comisión al Parlamento Europeo, 
al Consejo y al Comité Económico y Social Europeo sobre la aplicación del Reglamento (CE) 
2201/2003 se puede consultar en [˂http://eurlex.europa.eu/legalcontent/ ES/TXT/PDF/?uri= 
CELEX:52014DC0225&rid=1˃]. 

42 Exposición de Motivos de la “Propuesta de Reglamento (2016)”, “1. Contexto de la 
propuesta”, “Motivación y objetivos de la propuesta”, pp. 2–3. En este sentido, indica después, en 
la “explicación detallada de las disposiciones específicas” (p. 18) los preceptos específicos que “se 
mantienen sin cambios, en el sentido de una refundición, entre los que se encuentran los 
reguladores de los foros de competencia (arts. 3 a 7, lo que incluye a los relativos a los foros 
internos). 

43 Sin embargo, este no es el caso de las normas relativas a la materia matrimonial como se 
constata a través de los trascendentes problemas que, a lo largo de los años de funcionamiento 
del “Reglamento Bruselas II bis”, han sido planteados, detectados y abordados por la doctrina 
como (entre otros) los referidos a la articulación de los foros de competencia en materia de 
divorcio –como la posible consideración de la autonomía de la voluntad, o la importancia de 
incluir entre ellos el forum necessitatis para evitar las situaciones de denegación de justicia–; los 
problemas que plantea su articulación en el marco de la conjunta interpretación con el 
“Reglamento Roma III”; la ausencia del concepto de la residencia habitual a los efectos, 
expresamente, de la aplicación de estos foros; la ausencia también del concepto de matrimonio y 
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acrecentada porque esta medida, fundamento de la materia a reformar, 
viene basada en una conjetura (“parece”) que, por mostrar una carencia de 
la información necesaria, no es propia del legislador al que le viene atribuida 
la responsabilidad de la reforma. Sin embargo, esta consideración se reitera 
cuando señala que “(p)or lo que respecta a las cuestiones matrimoniales, 
únicamente disponemos en esta fase de pruebas limitadas de la existencia 
de problemas (incluidas las estadísticas), lo que impide una identificación 
precisa de la necesidad de intervenir y de la magnitud de los problemas, y la 
toma de decisiones con pleno conocimiento de causa” 44. Difícilmente se 
puede comprender que la falta de una precisa información pueda constituir 
un motivo que permita justificar la ausencia de modificación de las normas 
comprendidas en un texto cuya reforma se aborda.  

Tampoco ayuda como argumento la otra causa que, a continuación, 
recoge la misma Exposición de motivos cuando indica: “(…). Además, desde 
la adopción del Reglamento Bruselas II bis, se han adoptado otros tres 
instrumentos de la UE que facilitan la gestión de las cuestiones 
matrimoniales en caso de divorcio de una pareja internacional”45. 

En realidad, no se alcanza a comprender el sentido de la relación que se 
pretende entre la justificación de la continuidad de las normas relativas a las 
cuestiones matrimoniales y la adopción de estos nuevos instrumentos. El 
hecho de que “facilitan la gestión de las cuestiones matrimoniales en caso de 
divorcio de una pareja internacional” no permite constituir un argumento 
que sustente la opción por la ausencia de modificación de aquellas 
normas46. Es más, precisamente, a lo largo del presente trabajo se ha 
demostrado que es, exactamente, lo contrario. La evolución de los criterios 
que sustentan las normas de competencia de estos Reglamentos muestra la 
descoordinación con los que basan los foros de competencia en materia 
matrimonial. La consideración del contexto actual, configurado tras la 
aprobación de estos textos, ha permitido constatar la necesidad, en aras a la 
coherencia, de la reforma de los foros de competencia relativos al divorcio.  

Sobre la base de todo lo anterior, y ante la inexistencia de claros 
argumentos, cabe concluir que la ausencia de modificación de las normas 

 
con ella, la inclusión de los matrimonios entre personas del mismo sexo; o los problemas que se 
plantean en torno a los divorcios privados. 

44 Exposición de Motivos de la “Propuesta de Reglamento (2016)”, p. 3 
45 Ibíd.. 
46 Como indica A. Borrás, de forma muy clarificadora, “(n)os hallamos, pues, ante un texto 

lleno de buenas intenciones, pero difícil de aplicar y que, juntamente con los demás textos en 
materia de Derecho de familia, proporciona un panorama complejo, fraccionado e incompleto, 
que nos deja aún muy lejos del desiderátum de un Reglamento único para todo el Derecho de 
familia o, al menos, de textos completos y claros para cada una de las materias”, A. Borrás, 
“Bruselas II…”, loc. cit., p. 5. 
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relativas a las cuestiones matrimoniales obedece, más que a razones que la 
motiven, a una decisión previamente adoptada por el legislador desde los 
trabajos con los que inicia la elaboración del nuevo Reglamento47.  

Llegados a este punto, y teniendo en cuenta los resultados generados por 
la inamovilidad de estas normas en el contexto actual, como han quedado 
expuestos a lo largo del presente análisis, cabe señalar que la conclusión 
anterior no es en absoluto tranquilizadora, sino todo lo contrario. Esta 
opción del legislador, con la que cierra la puerta a la modificación de las 
normas relativas a las cuestiones matrimoniales, abre paralelamente otra 
que ofrece un futuro incierto y negativo en cuanto a su posible reforma. Esta 
descripción del panorama ha de servir como revulsivo para encontrar una 
vía de salida, cuya consideración forma parte de las conclusiones que se 
pueden extraer del presente trabajo. 

 

V. CONCLUSIONES 
 
El “Reglamento 2019/1111”, elaborado para sustituir al “Reglamento 

Bruselas II bis”, centra su atención en la materia relativa a la responsabilidad 
parental. Sin negar la importancia que merece, lo cierto es que las normas 
sobre las cuestiones matrimoniales permanecen prácticamente sin cambios, 
y ello a pesar de los trascendentes aspectos cuya modificación también 
hubiera sido necesaria en atención a los resultados que generan. En 
particular, especial relevancia presenta el que configura el eje sobre el que 
gravita el presente análisis, basado en la constatación de la inalterabilidad 
de los foros de competencia en materia de nulidad, separación y divorcio. El 
nuevo Reglamento acepta la “herencia normativa” de los textos que le 
preceden que se materializa en la ausencia de modificación de unos foros de 
competencia que proceden del “Convenio Bruselas II”, donde se encuentra 
su origen. 

Esta inamovilidad se enfrenta a la atención que hubiera requerido su 
modificación, como consecuencia del contexto existente en el momento 
temporal en el que surge el “Reglamento 2019/1111”. La precisión de este 
marco exige considerar que, tras el “Reglamento Bruselas II bis” que le 
precede, han sido aprobados otros textos europeos con los que 
necesariamente existe una interrelación, al venir también referidos a 
materias comprendidas en las relaciones familiares de carácter internacional. 
El espacio temporal transcurrido entre la fecha de elaboración del primero y 

 
47 Desde esta Propuesta quedaba descartada cualquier modificación de las normas en materia 

matrimonial. Así se constata en la Exposición de Motivos de la “Propuesta de Reglamento (2016)” 
(vid. supra, nota 13). 
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la de estos últimos, es la razón de la inexistencia de un desarrollo paralelo 
en su gestación, de la que deriva la evolución de los parámetros en los que 
estos textos basan la articulación de sus normas de competencia, respecto 
de los que sustentan las relativas a la materia matrimonial. En este sentido, 
tienen esencial relevancia aquellos parámetros de los más recientes 
Reglamentos, al aportar las claves con las que, en aras a la coherencia, 
hubiera debido abordarse la modificación de los foros de competencia 
relativos a las crisis matrimoniales. No cabe duda, por ser especialmente 
revelador, de que el art. 5 del Reglamento 2016/1103 aporta las claves para 
abordar la necesaria reducción de los foros de competencia relativos al 
divorcio. Su calificación, que está en la base de la articulación del precepto, 
implica su modulación de la que deriva la identificación de aquéllos sobre 
los que ha de operar la reducción. Concretamente, se trata de los que 
introducen el forum actoris y la operatividad de los foros internos de los 
Estados miembros. 

En este contexto que, no se olvide, es generado por el legislador europeo, 
sorprende, a la vez que adquiere mayor entidad, que el mismo legislador 
acepte la continuidad de estos foros en el “Reglamento 2019/1111” y, 
paralelamente, los resultados de la ausencia de coherencia. El problema es 
que el nuevo Reglamento arrastre los antiguos esquemas del “Reglamento 
Bruselas II bis”, a pesar de las coordenadas que aportan los posteriores 
textos europeos relativos a las relaciones familiares internacionales. La 
consecuencia afecta al funcionamiento del andamiaje configurado por el 
conjunto de estos instrumentos, ya que sus piezas no encajan 
correctamente. La repercusión se constata en la correcta coordinación, y con 
ella, a la dificultad de articulación de las soluciones, de la que deriva la 
complejidad del sistema que, en definitiva, afecta al ciudadano.  

Este negativo panorama es el resultado de la ausencia de reacción ante 
un marco que evidencia la necesidad de reforma de los foros del divorcio. 
De este modo, con su continuidad, plasmada en el “Reglamento 2019/111”, 
el legislador europeo contribuye a mantener los resultados que configuran 
este horizonte. El significado es elocuente, al ser la muestra de su ausencia 
de voluntad para la modificación de estos foros y, con ella, su opción por la 
inamovilidad.  

La frustración de las expectativas depositadas en su posible modificación, 
así como la oportunidad perdida, o más bien, que se ha perdido 
conscientemente, exige un giro de la forma en la que se ha de abordar la 
situación de cara al futuro. Es necesario el replanteamiento de las cuestiones 
por las que ésta ha de discurrir. La inamovilidad de estos foros que refleja el 
“Reglamento 2019/1111” impide que, a partir de su aprobación, la cuestión 
continúe siendo el “cuándo”, esto es, el momento en que podrá presentarse 
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una nueva ocasión para su reforma. Si el legislador europeo ha dejado pasar 
la mejor de las oportunidades, y ello a pesar de sus consecuencias, deja de 
tener sentido continuar en la espera, y con ella, volver a depositar nuevas 
expectativas para una modificación respecto de la que ha dejado clara la 
ausencia de garantía de que llegue a producirse. La consecuencia afecta a la 
necesidad de transformar la cuestión y redirigirla al planteamiento del 
“cómo” se ha de gestionar la modificación. Se trata de un cambio de 
perspectiva que requiere la apertura de un nuevo camino por el que ha de 
transcurrir. 

La base para su construcción pasa por considerar que la explicación, que 
de ningún modo justificación, de la opción por la inamovilidad del conjunto 
de las normas relativas a las cuestiones matrimoniales, es consecuencia de 
la amplitud del ámbito material comprendido en este texto europeo. Es el 
único que viene referido a dos materias, como consecuencia de un esquema 
que arrastra desde el “Convenio Bruselas II”. Este es el punto sobre el que se 
ha de centrar el giro necesario de cara al futuro. Esta finalidad requiere del 
cambio de rumbo que puede representar la elaboración de un Reglamento 
referido únicamente a la regulación de las cuestiones matrimoniales. La 
consideración de los aspectos y problemas específicos que en esta materia 
se plantean, la articulación de la vía de solución que especialmente 
requieren, así como la agilización que presidiría la modificación que pudiera 
considerarse necesaria, serían sus resultados.  

En este sentido, se ha de valorar de forma positiva la presentación de la 
propuesta de Reglamento realizada por el Grupo Europeo de Derecho 
internacional privado (GEDIP) al concluir, en su sesión septiembre 2019 en 
Katowice, un texto relativo exclusivamente a las materias matrimoniales 
que aborda conjuntamente la competencia, ley aplicable, el reconocimiento 
y la ejecución de decisiones y la cooperación en materia de divorcio. Con 
independencia de los resultados a los que llegue esta propuesta, calificada 
de sugerente por la profesora A. Borrás, y del interés que merece su análisis 
que desbordaría este trabajo, lo cierto es que la estructura que ofrece aporta 
la vía necesaria para que las soluciones relativas a la materia matrimonial 
puedan responder al desarrollo que merecen. 
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